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Provincia de Buenos Aires 

Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE LEY
El Senado y la Cámara de Diputados 
de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de       
LEY

Artículo 1°. Las controversias individuales o pluriindividuales del trabajo que tengan lugar entre empleadores y trabajadores, fundadas en disposiciones de los contratos de trabajo, disposiciones legales o reglamentarias del derecho del trabajo y las causas vinculadas con un contrato de trabajo aunque se funden en normas del derecho común, deberán someterse a una instancia administrativa previa y obligatoria que se sustanciará ante la Subsecretaría de Trabajo creada por la ley 10149 y/o el organismo que en futuro la reemplace.

Articulo 2°. Quedan exceptuadas de lo dispuesto en el artículo 1°:  

1.- La acción de amparo. 

2.- Las medidas cautelares hasta que se encuentren firmes, las diligencias preliminares y de prueba anticipada.

3.- Las demandas contra empleadores concursados o quebrados.

4.- Las causas en las que sean parte el Estado Nacional, Provincial, Municipal o los entes descentralizados. 

5.- Las acciones  que requieran la intervención del Ministerio Público.

6.- Cuando el reclamo individual o pluriindividual haya sido objeto de las acciones previstas en los procedimientos de reestructuración productiva, preventivos de crisis o de conciliación obligatoria.

7.- Las demandas de desalojo por restitución de inmuebles o parte de éstos concedidos a los trabajadores en virtud o como accesorio de los contratos de trabajo.

8.- Las demandas de tercerías en los juicios de competencia de la justicia laboral.
Artículo 3°. Las actuaciones son gratuitas para el trabajador y sus derechohabientes. Se inician mediante la presentación de un formulario con copias para los reclamados, firmado por la parte y su letrado, cuyos requisitos se establecerán por vía de reglamentación y que contendrá, como mínimo, los siguientes:  
1.- Apellido y nombre, número. y tipo de documento, domicilio real y legal del trabajador.

2.-Apellido y nombre o razón social, domicilio denunciado y actividad del reclamado.

3.- Fecha de inicio y finalización de la relación de trabajo y remuneración.

4.- Objeto y monto del reclamo.
5.- Copia documental a presentar en el proceso de conciliación laboral obligatoria.
Artículo 4°. Recepcionado el formulario se formará expediente y se fijará audiencia para que se lleve a cabo dentro de los treinta (30) días corridos.
La notificación de la fecha de la audiencia conjuntamente con la copia del reclamo la realizará la Subsecretaría de Trabajo por los medios que fije la reglamentación. 
La citación se realizara bajo apercibimiento de aplicarse una multa de 10 uno  (1) a veinte 50 (20) jus en caso de incomparecencia injustificada, a favor del del fondo de financiamiento que crea el proyecto en el título 4. 

Articulo 5°. El plazo de la conciliación será de sesenta (60) días corridos, y únicamente podrá prorrogarse por acuerdo de partes y por un plazo máximo de quince (días) corridos.
Las partes deberán contar con patrocinio letrado obligatoriamente, pudiendo comparecer personalmente o por apoderado mediante poder suscripto ante escribano público.

El trabajador podrá hacerse representar mediante poder suscripto ante autoridad judicial, Subsecretaría de Trabajo o carta poder extendida por el Servicio Provincial de Conciliación Laboral Obligatoria, sin costo alguno.
Artículo 6°. La solicitud de conciliación suspenderá el plazo de prescripción por 90 (NOVENTA) días corridos. 
Artículo 7°. En caso de incomparecencia injustificada del empleador debidamente notificado a la primera audiencia, deberá abonar una multa equivalente a 3 (tres veces) la retribución mínima fijada para los conciliadores. que sera destinada al fondo de financiamiento que crea el título 4. 
Artículo 8°. Si se arribara a una conciliación se instrumentará mediante acta firmada por las partes y el conciliador, quien la elevará para su homologación a la Subsecretaría de Trabajo que deberá emitir resolución fundada. El plazo para ese acto será de diez (10) días corridos. 
Artículo 9°. En el caso de que formule observaciones devolverá las actuaciones al conciliador por un plazo igual para que subsane las mismas. Quedará expedita para el reclamante la posibilidad de recurrir a la vía judicial si fracasa la instancia conciliatoria previa o no se homologue la conciliación a la cual se arribó. 

            En todos los casos deberá acompañarse el acta de cierre de la conciliación a la demanda que eventualmente se interponga. 
Artículo 10°. El acta referida en el artículo ocho, deberá contener bajo pena de nulidad los siguientes datos:

1. Nombre completo de las partes o denominación social según corresponda; 

2. Número de documento o CUIT según corresponda; 

3. Los rubros que configuran el objeto del reclamo; 

4. El monto del acuerdo arribado; 

5. Identificación de los letrados intervinientes con identificación de la matrícula correspondiente;

6. Firma del requirente, quien deberá comparecer personalmente, y el requerido o su representante; 

7. Sello y firma del conciliador y de los letrados intervinientes.
Artículo 10°. 1. En caso de no arribar a un acuerdo, el trabajador queda exceptuado de la obligación de comparecer personalmente a firmar el acta de cierre de la etapa conciliatoria, debiendo sin embargo comparecer representante con poder suficiente bajo apercibimiento de declarar el desistimiento de la acción.
Artículo 11°. En caso de que la Subsecretaría de Trabajo homologue el acuerdo conciliatorio arribado por las partes, dicha resolución adquirirá el carácter de cosa juzgada sin necesidad de requerir homologación judicial posterior.
Artículo 12°.  En caso de incumplimiento del acuerdo conciliatorio homologado, el mismo se podrá ejecutar ante los Tribunales del Trabajo de acuerdo a lo dispuesto por la ley 11653.
TÍTULO II

DEL SERVICIO PROVINCIAL DE CONCILIACIÓN
LABORAL OBLIGATORIA

Artículo 13°. Créase el Servicio Provincial de Conciliación Laboral Obligatoria (SEPCLO) dependiente de la Secretaría de Trabajo, la que tendrá a su cargo la instauración del procedimiento instaurado por esta ley.
Artículo 14°. Créase el Registro Provincial de Conciliadores Laborales dependiente de la Secretaría de Trabajo, la que será responsable de su constitución, calificación, coordinación y gobierno.

Artículo 15°. Serán requisitos para ser conciliador los siguientes:

1.-  Poseer título de abogado con 2 (DOS) años de antigüedad en la matrícula

 2.- Haber aprobado los cursos y entrenamientos promovidos por la Subsecretaría de Trabajo.

3.- Contar con antecedentes comprobables en materia de Derecho del Trabajo.

4.- Aprobar la evaluación de idoneidad que realice la Subsecretaría de Trabajo.

5.- Disponer de oficinas provistas de medios informáticos adecuados para la intercomunicación con la Subsecretaría de Trabajo.

6.- Abonar la matrícula de inscripción correspondiente. 

Incompatibilidades: no podrán ser conciliadores quienes registren inhabilitaciones comerciales, civiles o penales, o hubiesen sido condenadas con pena de prisión o reclusión por delito doloso; quienes ocupen cargos públicos en entes centralizados o descentralizados del Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial. 
Artículo 16°. El conciliador deberá, bajo pena de inhabilitación, excusarse de intervenir en los caso cuando concurran las causales previstas en el art. 17 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires.
Artículo 17°. Las partes podrán recusar al conciliador en los casos previstos en la normativa citada en el artículo anterior. En el caso de que el conciliador rechazare la recusación, la Subsecretaría de Trabajo resolverá sobre su procedencia.
TÍTULO III
RETRIBUCIÓN DEL CONCILIADOR
Artículo 18°. El conciliador percibirá por la tarea desempeñada, cualquiera sea el monto en discusión y el resultado de su labor, un honorario base que determinará el Ministerio de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires.
Artículo 19°. El honorario estipulado en el artículo anterior se incrementará en la proporción que fije la reglamentación para los casos en que la conciliación culmine con un acuerdo homologado. 
Artículo 20°. Los honorarios percibidos por el conciliador deberán ser pagados por el empleador, quien deberá depositarlos a su orden en el Fondo de Financiamiento que se creará al efecto a los cinco días de notificada la homologación del acuerdo arribado. 

En caso de que no se logre arribar a un acuerdo conciliatorio, el honorario base al que refiere el Artículo16 será soportado por el Fondo de Financiamiento. 
TÍTULO IV
FONDO DE FINANCIAMIENTO
Artículo 21°. Créase el Fondo de Financiamiento a los fines de solventar:

1.- Las erogaciones que implique el Servicio Provincial de Conciliación Laboral Obligatoria.

2.- Las erogaciones que implique el funcionamiento del Registro Provincial de Conciliadores.
3.- Cualquier otra erogación relacionada con el servicio de conciliación. 
Artículo 22°. El Fondo de Financiamiento se integrará con los siguientes recursos:

1.- Las sumas asignadas en las partidas del Presupuesto Provincial.

2.- Los ingresos provenientes de la multa a la que hace referencia el artículo 7 de la presente Ley.

3.- Las donaciones, legados y toda otra disposición a título gratuito que se hagan en beneficio del servicio implementado por la presente Ley.

4.- Toda otra suma que en el futuro se destine a este fondo.
TÍTULO V
VIGENCIA
Artículo 23°. Esta ley entrará en vigencia a los ciento ochenta (180) días contados desde su reglamentación. 

Artículo 23°. Comuníquese al Poder Ejecutivo.         

FUNDAMENTOS
El siguiente proyecto pretende instaurar en el territorio bonaerense, una instancia administrativa obligatoria, previa a la vía judicial, a sustanciarse en sede administrativa (hoy se encontraría en el ámbito de la Subsecretaría de Trabajo), con la finalidad de intentar poner fin, de un modo rápido pero también eficaz, a las controversias individuales o pluriindividuales del trabajo que se susciten entre empleadores y trabajadores, fundadas en disposiciones contractuales, legales o reglamentarias del derecho del trabajo de trabajo aunque se funden en normas del derecho común.

Se trata del alcanzar, nada más ni menos, lo que en la doctrina laboralista se define “como un acuerdo suscripto por el trabajador y el empleador homologado por autoridad judicial o administrativa” y lo cual está expresamente previsto por la Ley de Contrato de Trabajo, en el artículo 15 de la Ley 20744, bajo el titulo “Acuerdos transaccionales conciliatorios o liberatorios”, al establecer que los mismos “… serán válidos cuando se realicen con intervención de la autoridad judicial o administrativa, y mediare resolución fundada de cualquiera de ésta que acredite que mediante tales actos se ha alcanzado una justa composición de los derechos e intereses de las partes. ...”.
Lo que se busca es que esta forma habitual de finalización del proceso que se ha dado en llamar conciliación, cuente con una instancia obligatoria, en sede administrativa, donde la misma pueda tener lugar, previo a toda concurrencia de las partes a la vía judicial, creando así una posibilidad para el trabajador de reparación en un lapso de tiempo menor, pero lógicamente manteniendo incólume el acceso a la jurisdicción laboral para el caso de no arribar a un acuerdo en esa oportunidad.
Refuerza este razonamiento si se considera que en la práctica procesal de nuestra provincia, muchas veces, desde el inicio de la demanda hasta la primera audiencia de conciliación donde las partes tienen la posibilidad de llegar a un acuerdo (art. 25 de la Ley 11.653 de Procedimiento Laboral) pasan desde 6 meses a 1 año, dependiendo del Departamento Judicial. Asimismo es de resaltarse que existe un procedimiento previo al judicial que se menciona, ante la autoridad administrativa de la Ley 10.149 y modificatorias (la Secretaria de Trabajo), el cual ha dado excelentes resultados por su inmediatez, pero el mismo reviste carácter voluntario, es decir no es obligatorio y muchas veces se frustra su objetivo por la inasistencia de las partes, principalmente de la empleadora. 

Si a ello le sumamos que las estadísticas suministradas por la Secretaría de Planificación de la Suprema Corte de Justicia (publicadas el 15/07/2011) reflejan un aumento constante y progresivo en los índices de litigiosidad, se podrá comprender la imperiosidad de establecer una herramienta conciliatoria del tipo que se propone, ya que – según esos estudios – por ejemplo en el periodo 2000-2010, el inicio de contiendas laborales aumentó notablemente de 32.964 a 57.307. 

Asimismo hay que hacer notar que de los 21 tribunales laborales iniciales, desde la implementación del fuero en la provincia, hacia diciembre de 2010 se han puesto en funcionamiento 64, estando pendiente la puesta en marcha de alrededor de otros 12.
Indudablemente esta preocupación no es una novedad, lo que queda en evidencia con los antecedentes legislativos de este proyecto, elaborados en distintos períodos, nacidos de iniciativas de los Diputados (MC) Gustavo Ferrari, Carlos Bonicatto y Abel Miguel, y más recientemente, el D-1104/12-13 de los legisladores (MC) Simonini, Guido y Negrelli. 

Tampoco se puede afirmar que sea una cuestión exclusiva de la materia laboral esta necesidad de encontrar métodos alternativos de resolución de conflictos ya que en la órbita de los procesos civiles y comerciales, esta legislatura debió dar sanción a la Ley 13.951, la que contempla incluso algunas cuestiones vinculadas con el derecho de familia.

Menos aun es una particularidad de la Provincia de Buenos Aires, si vemos que desde el año 1997, en el ámbito de la Capital Federal, rige la Ley 24.635 (B.O 03/05/1997) que establece un régimen de conciliación obligatoria previo a la instancia judicial, denominado Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria (SECLO), dependiente del Ministerio de Trabajo y un Registro Nacional de Conciliadores Laborales, dependiente del Ministerio de Justicia, formado por abogados con antecedentes en el fuero del trabajo. 
Sus resultados hablan por si mismos, de acuerdo a las estadísticas del organismo que regula este sistema en CABA, solamente desde enero de 2014 hasta octubre del mismo año se abrieron 1.107.619 expedientes de los cuales se homologaron 387.126, 678.740 cerraron sin acuerdo, 1.185 no se homologaron  y 46.911 se observaron. Por lo que al menos, aun sin tener en cuenta los expedientes observados que pudieron ser corregidos, el 35% de los conflictos lograron encausarse en sede administrativa y evitaron que las partes deban recurrir a la vía judicial.

Entonces la presente iniciativa pretende hacerse eco de esta problemática y se inscribe en la tendencia que ha seguido la legislación procesal laboral, desde la sanción de la ley 5178, en aras de lograr un procedimiento más ágil para la resolución de conflictos de tal naturaleza, atendiendo a las particulares características alimentarias de los créditos del trabajador, el cual por su simple condición de tal, necesita arribar rápidamente a una solución, evitando en lo posible largos procesos que hacen que la sentencia resulte insatisfactoria.
Por ello y por los demás fundamentos expuestos es que solicito a las Señoras y Señores Legisladores acompañar con su voto afirmativo el presente PROYECTO DE LEY. 
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